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BOE de 30/09/2020 – núm. 259 

MEDIDAS URGENTES. TELETRABAJO EN LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. Real 

Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre, de medidas urgentes en materia de 

teletrabajo en las Administraciones Públicas y de recursos humanos en el Sistema 

Nacional de Salud para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19. 

 

ENTRADA EN VIGOR: 01/10/2020 a excepción de las medidas de contratación excepcional de personal 

facultativo y prestación excepcional de servicios del personal médico (art. 2 y 3) que entra rá en vigor en un 

plazo inicial de 12 meses. 

 

(…) El presente real decreto-ley introduce un nuevo artículo 47 bis en el texto refundido de la Ley del Estatuto  

Básico del Empleado Público, en el capítulo V del título III, relativo a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones.  

Se define, en primer lugar, el teletrabajo como aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que 

el contenido competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo 

permitan, fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías de la inf ormación y 

comunicación. 

Se establece expresamente que, en todo caso, el teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo 

a través de la identificación de objetivos y la evaluación de su cumplimiento. Al tratarse de la regulación de una 

modalidad de trabajo y flexibilización de la organización de carácter estructural para las Administraciones Públicas 

ha de servir para la mejor consecución de los objetivos de la administración en su servicio a los intereses generales.  

Como tal, sin perjuicio de su voluntariedad, su utilización deberá venir supeditada a que se garantice la prestación 

de los servicios públicos y, en todo caso, habrá de asegurarse el cumplimiento de las necesidades del servicio.  

En ese sentido, se establece igualmente que la prestación del servicio a través de esta modalidad de trabajo habrá 

de ser expresamente autorizada, a través de criterios objetivos para el acceso y será compatible con la modalidad 

presencial que seguirá siendo la modalidad ordinaria de trabajo. 

El personal que preste servicios mediante esta modalidad tendrá los mismos deberes y derechos que el resto de 

empleadas y empleados públicos, debiendo la administración proporcionar y mantener los medios tecnológicos 

necesarios para la actividad. 

En todo caso, el desempeño concreto de la actividad por teletrabajo se realizará en los términos de las normas de 

cada Administración Pública, siendo objeto de negociación colectiva en cada ámbito. Las Administraciones Públicas 

que deban adaptar su normativa de teletrabajo a lo previsto en este real decreto-ley dispondrán de un plazo de 

seis meses a contar desde la entrada en vigor del mismo. 

Por otra parte, este real decreto-ley en su artículo 2 introduce la posibilidad de que las comunidades  

autónomas y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria puedan contratar personas que, contando con el 

grado, licenciatura o diplomatura correspondiente, carezcan del título de Especialista reconocido en 

España, para realizar funciones propias de una especialidad, en dos supuestos.  En primer lugar, en el caso de 

profesionales sanitarios que hayan realizado las pruebas selectivas de formación sanitaria especializada de la 

convocatoria 2019/2020 y que, habiendo superado la puntuación mínima en el ejercicio, no hayan resultado 

adjudicatarios de plaza. En segundo lugar, en el caso de profesionales sanitarios que cuenten con un título de 

Especialista obtenido en un Estado no miembro de la Unión Europea, siempre que el Comité de evaluación haya 

emitido el informe-propuesta regulado en el artículo 8.b), c) o d) del Real Decreto 459/2010, de 16 de abril. 
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Artículo 2. Medidas de contratación excepcional de personal facultativo y no facultativo.  

1. Se autoriza con carácter excepcional y transitorio la contratación por las comunidades autónomas y el 

Instituto Nacional de Gestión Sanitaria de aquellas personas con grado, licenciatura o diplomatura que 

carecen aún del título de Especialista reconocido en España, para la realización de funciones propias de 

una especialidad, del siguiente modo: 

a) Podrán ser contratados bajo la modalidad contractual prevista en el Real Decreto 1146/2006, de 

6 de octubre, por el que se regula la relación laboral especial de residencia para la formación de 

especialistas en Ciencias de la Salud, los profesionales de cualquier titulación que realizaron las 

pruebas selectivas 2019/2020 de formación sanitaria especializada y que, habiendo superado la 

puntuación mínima en el ejercicio, no resultaron adjudicatarios de plaza. 

En caso de que se trate de personas extranjeras, resultará de aplicación lo previsto en el artículo 43 del 

Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000,  

sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, tras su reforma por la 

Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, aun cuando no hubiesen obtenido dicha plaza.  

b) Podrán ser contratados los profesionales sanitarios con título de Especialista obtenido en 

Estados no miembros de la Unión Europea incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 

459/2010, de 16 de abril, por el que se regulan las condiciones para el reconocimiento de efectos 

profesionales a títulos extranjeros de Especialista en Ciencias de la Salud, siempre que el Comité 

de Evaluación les haya emitido el informe-propuesta regulado en el artículo 8.b), c) o d) del Real 

Decreto 459/2010, de 16 de abril. 

El periodo de servicios prestados será tenido en cuenta para el reconocimiento de efectos profesionales 

del título de Especialista. 

2. El contrato que se suscriba permitirá el desempeño de la actividad asistencial y podrá prolongarse hasta 

doce meses prorrogables por sucesivos períodos de tres meses. 

 

Por otro lado, en el artículo 3, se regula con carácter excepcional y transitorio la prestación de servicios d el personal 

médico y de enfermería estatutario, laboral y funcionario como consecuencia de la pandemia provocada por la 

COVID-19, atendiéndose al tiempo a aquellas unidades con déficit de profesionales siempre que quede garantizada 

la asistencia a sus unidades de origen. 

De este modo, se pretende permitir que se puedan realizar adscripciones de personal dentro de un mismo centro 

hospitalario, de un centro hospitalario a centros de atención primaria de su área, de este tipo de centros a 

hospitales y hospitales de campaña y entre otros centros, servicios, instituciones o establecimientos sanitarios 

públicos, con el fin de disponer del mayor número posible de profesionales.  

También se regula en este precepto la posibilidad de que las comunidades autónomas puedan adscribir a su 

personal funcionario de cuerpos o categorías para los que se exigiera para su ingreso el título de Licenciatura,  

Grado o Diplomatura en Medicina o Enfermería a otros dispositivos asistenciales, en las mismas condiciones que 

los anteriores supuestos. 

Asimismo, el real decreto-ley modifica el artículo 22 de la Ley 44/2003, de 21 de noviembre, estableciendo la  

posibilidad de que las personas que participen en las pruebas selectivas de Formación Sanitaria  

Especializada, se relacionen obligatoriamente a través de medios electrónicos, cuando así se prevea en la  

correspondiente convocatoria anual y en los términos que ésta establezca.   
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 MEDIDAS SOCIALES. ERTES. REPARTO DE DIVIDENDOS. ARRENDAMIENTO. ITP. DERECHOS 

ARANCELARIOS. Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales 

en defensa del empleo. 

ENTRADA EN VIGOR: 30/09/2020 

(Art. 1) El artículo incluye la prórroga automática de todos los expedientes de 

regulación temporal de empleo basados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020,  

de 17 de marzo, vigentes y aplicables a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley ➔ se prorrogarán 

automáticamente hasta el 31 de enero de 2021. 

Se mantiene el importe de las prestaciones 

La base de cálculo para las prestaciones se mantendrá en el 70% de la base reguladora de la persona trabajadora 

que no verá disminuidos sus ingresos, tal y como ocurría hasta ahora, al 50% de la base reguladora un a vez 

transcurridos los seis primeros meses. 

Este sistema de prestación decreciente estaba vigente desde la aprobación del Real Decreto -ley 3/23012 de 10 de 

febrero de Medidas Urgentes para la Reforma del Mercado Laboral que por primera vez se modificará p ara 

mantener el poder adquisitivo de los trabajadores y trabajadoras. 

(Artículo 2) - ERTE por impedimento o limitación de actividad 

Las empresas de cualquier sector o actividad que vean impedido el desarrollo de 

su actividad como consecuencia de las nuevas restricciones o medidas adoptadas 

a partir del 1 de octubre de 2020, tanto por autoridades nacionales como 

extranjeras, podrán acogerse a los beneficios de los ERTE. 

En el caso las empresas que vean impedido el desarrollo de su actividad en alguno de sus centros de trabajo como 

consecuencia de las medidas sanitarias podrán solicitar un "ERTE por impedimento" cuya duración quedará 

restringida al de las medidas de impedimento. Estas empresas tendrán una exoneración en sus cotizaciones a la 

Seguridad Social durante el periodo de cierre y hasta el 31 de enero de 2021, que será del 100% de la aportación 

empresarial durante el periodo de cierre y hasta el 31 de enero si tienen menos de 50 trabajadores y del 90% si  

tienen 50 trabajadores o más. 

Las empresas o entidades que vean limitado el desarrollo de su actividad en algunos de sus centros de trabajo 

como consecuencia de decisiones o medidas adoptadas por autoridades españolas, podrán solicitar a la autoridad 

laboral un "ERTE por limitaciones". 

En este caso, las exoneraciones en las cotizaciones a la Seguridad Social para los trabajadores suspendidos serán 

decrecientes entre los meses de octubre de 2020 y enero de 2021 en base a los siguientes porcentajes: 

 

 

Prórroga ERTEs 

ERTEs por 

impedimentos o 

limitaciones de la 

actividad 
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Empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal 

de empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad 

Se considerarán empresas con una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal de empl eo 

y una reducida tasa de recuperación de actividad las que desarrollen una actividad que se clasifique en alguno de 

los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas (CNAE-09) recogidos en el acuerdo. 

También podrán incluirse en este apartado las empresas cuya actividad económica dependa mayoritariamente de 

las empresas cuyos CNAE se recogen en la norma o formen parte de su cadena de valor, es decir, que puedan 

acreditar que en el año 2019 la mitad de su facturación haya dependido de maner a directa de aquellas empresas 

o bien si dependen de manera indirecta de las empresas incluidas en el listado de códigos CNAE - 09. 

El acuerdo establece que las empresas de las dos categorías anteriores, que prorroguen automáticamente el ERTE 

de fuerza mayor hasta el final de enero de 2021, tendrán exoneraciones en las cuotas a la Seguridad Social de sus 

trabajadores (tanto reactivados como suspendidos) devengadas en los meses de octubre, noviembre y diciembre 

de 2020 y enero de 2021. 

Las exoneraciones serán del 85% para las empresas con menos de 50 trabajadores y del 75% para las que tienen 

50 trabajadores o más tanto para los trabajadores suspendidos como para los que se reincorporen a sus puestos 

de trabajo. 

Este concepto de empresa resulta de aquellas que, desde el principio de la crisis sanitaria hasta la fecha, no han 

llegado a recuperar a las personas trabajadoras reguladas en porcentajes significativos (menos del 65 por ciento  

de personas trabajadoras recuperadas de los expedientes de regulación desempleo) y que además pertenecen a 

sectores específicos (más del 15 por ciento de personas reguladas del total de afiladas al régimen general en un 

CNAE concreto). 

Estas mismas condiciones se extenderían también a las empresas que formen parte de la cadena de valor de las 

especialmente afectadas. Estas entidades deberán presentar ante la autoridad laboral correspondiente entre el 5 

y el 19 de octubre la solicitud de declaración como empresas dependientes o integrantes de la cadena de valor de 

otra empresa. 

Se entenderá que son integrantes de la cadena de valor las empresas cuya facturación durante 2019 se haya 

generado, al menos, en un 50% en operaciones realizadas de forma directa con "empresas especialmente 

afectadas por la pandemia", así como aquellas compañías cuya actividad real dependa indirectamente de ellas. 

Se mantendrán estas mismas exoneraciones en sus cotizaciones a la Seguridad Social (85% en el caso de empresas 

de menos de 50 trabajadores y del 75% en empresas de más de 50 trabajadores) en caso de que las empresas de 

los CNAE o de la cadena de valor que inicien un ERTE por causas económicas, técnicas, organizativas o de 

producción a tras la finalización de un ERTE de fuerza mayor, una vez entre en vigor el Real Decreto Ley que recoja 

este acuerdo. 

(Art. 3) El artículo prorroga la aplicación del artículo 23 del Real Decreto-ley 

8/2020, de 17 de marzo a los procedimientos de regulación temporal de empleo 

basados en causas económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculados con la COVID-19 e 

iniciados tras la entrada en vigor del presente real decreto, con idéntico alcance y régimen jurídico que el  

previsto en el artículo 2 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, con la única especialidad de la prórroga de 

los expedientes que finalicen a partir de la entrada en vigor de este real decreto -ley, y añade la posibilidad de 

prorrogar estos expedientes siempre que exista acuerdo para ello en el periodo de consultas. 

 

Procedimiento 
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Contador a cero 

Las personas trabajadoras afectadas por un ERTE mantendrán el "contador a cero" para aquellas personas que 

sean afectadas por un despido objetivo, individual o colectivo, u otro basado en cualquier causa, que sea declarado 

improcedente, durante el año 2021, o si se extingue su contrato temporal dentro de este año.  

Por primera vez, las personas afectadas por un ERTE tendrán atención preferente para recibir cursos de formación 

y se pondrán en marcha acciones específicas para este colectivo. 

(Art. 4) El artículo reitera los límites en relación con el reparto de beneficios  y 

la exigencia de transparencia fiscal ya recogidos en el artículo 51 del Real Decreto-

ley 24/2020, de 26 de junio, aplicándolos a las empresas incluidas en el artícu lo 1. 

 

(Art. 5) Como cierre y complemento de las medidas extraordinarias descritas, el 

título I vincula los beneficios previstos en materia de cotizaciones a la Seguridad 

Social a la salvaguarda de empleo, estableciéndose para las empresas beneficiadas 

por las medidas en materia de cotización un nuevo periodo de compromiso de mantenimiento del empleo . 

Además, prorroga la vigencia de los artículos 2 y 5 del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, relativos a las 

medidas extraordinarias para la protección del empleo y  a la interrupción del cómputo de la duración máxima de 

los contratos temporales. 

(Art. 7) No podrán realizarse horas extraordinarias , establecerse nuevas 

externalizaciones de la actividad, ni concertarse nuevas contrataciones, sean 

directas o indirectas, durante la aplicación de los expedientes de regulación 

temporal de empleo a los que se refiere este artículo. 

(Art. 8) El capítulo II, por su parte, recoge un conjunto de medidas extraordinarias 

para la protección por desempleo de las personas trabajadoras (art. 8), incluida la 

prestación extraordinaria por fin de campaña para personas con contrato fijo 

discontinuo (art. 9), personas incluidas en expedientes de regulación de empleo que no sean beneficiarias de 

prestaciones por desempleo, compatibilidad de las prestaciones y compensación económica en determinad os 

supuestos de trabajo tiempo parcial. 

Dentro del III ASDE se integran, así mismo, las disposiciones adicionales primera, segunda y tercera y la disposición 

transitoria única. 

(Art. 9) Protección para los fijos discontinuos. Se reconocerá una prestación 

extraordinaria de desempleo a las personas trabajadoras con contrato fijo 

 
1 Artículo 5. Límites relacionados con reparto de dividendos y transparencia fiscal. 

1. Las empresas y entidades que tengan su domicilio fiscal en países o territorios calificados como paraísos fiscales conforme a la normativa 

vigente no podrán acogerse a los expedientes de regulación temporal de empleo regulados en los artículos 1 y 2 del  presente real decreto-

ley. 

2. Las sociedades mercantiles u otras personas jurídicas que se acojan a los expedientes de regulación temporal de empleo reg ulados en 

los artículos 1 y 2 del presente real decreto-ley y que utilicen los recursos públicos destinados a los mismos no podrán proceder al reparto 

de dividendos correspondientes al ejercicio fiscal en que se apliquen estos expedientes de regulación temporal de empleo, exc epto si 

abonan previamente el importe correspondiente a la exoneración aplicada a las cuotas de la seguridad social y han renunciado a ella. 

No se tendrá en cuenta el ejercicio en el que la sociedad no distribuya dividendos en aplicación de lo establecido en el párrafo anterior, a 

los efectos del ejercicio del derecho de separación de los socios previsto en el apartado 1 del artículo 348 bis del texto refundido de la Ley 

de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio.  

 

REPARTO DE 

DIVIDENDOS 

SALVAGUARDA DEL 

EMPLEO 

HORAS 

EXTRAORDINARIAS 

PROTECCIÓN 

DESEMPLEO 

FIJOS DISCONTINUOS 
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discontinuo o que realizan trabajos fijos y periódicos que se repiten en determinadas fechas, que hayan resultado 

afectadas durante por un ERTE durante el periodo teórico de actividad.  

Podrán percibir también esta prestación las personas trabajadoras con contrato fijo discontinuo no afectadas 

previamente por ERTE que hayan agotado las prestaciones o subsidios a las que tuvieran derecho si así lo solicitan. 

Se establecen mejoras en la protección por desempleo para las personas que trabajan a tiempo parcial.  

(Art. 13) Autónomos. Además, el RD incluye la extensión y ampliación de la 

cobertura de las ayudas para autónomos hasta el 31 de enero de 2021. Entre las 

medidas aprobadas está la creación de una nueva prestación extraordinaria por suspensión de la actividad y la 

prórroga hasta el 31 de enero de 2021 de la prestación por cese compatible con la actividad y para autónomos de 

temporada. 

Para cubrir a aquellos que no cumplen los requisitos para acceder a la prestación compatible con la actividad (por 

ejemplo, por tener una tarifa plana o no haber cotizado durante los últimos doce meses) se crea una nueva ayuda 

por bajos ingresos. También se ha completado el paquete de modificaciones del Ingreso Mínimo Vital para facilitar 

la tramitación de esta prestación. 

(DA 1ª) La disposición adicional primera establece un régimen específico en 

materia de beneficios en las cotizaciones a la Seguridad Social para aquellas 

empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa de cobertura por 

expedientes de regulación temporal de empleo y una reducida tasa de 

recuperación de actividad. 

CNAE-09 a los que pertenecen las empresas especialmente afectadas definidas en el 

apartado 2 de la disposición adicional primera 

 

AUTÓNOMOS 

ELEVADA TASA DE 

COBERTURA 
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Además, se establece la posibilidad de que determinadas empresas dependientes indirectamente o integrantes 

de la cadena de valor de las anteriores puedan acreditar ante la autoridad laboral dicha condición y acceder a los 

mismos beneficios en materia de cotizaciones. 

(Art. 13 y 14) El artículo regula una nueva prestación extraordinaria por cese 

de actividad de forma similar a la introducida por el artículo 17 del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, para su aplicación durante el estado de alarma declarado por el Real Decreto  

463/2020, de 14 de marzo, en favor de aquellos autónomos que se vean obligados a suspender totalmente sus 

actividades en virtud de la resolución que pueda adoptarse al respecto, prestación que se mantendría desde el día 

siguiente a la adopción de la medida de cierre de la actividad hasta el último día del mes siguiente en que se 

acuerde el levantamiento de la misma, e introduce la posibilidad de acceder a esta prestación a aquellos 

trabajadores autónomos que no siendo afectado por el cierre de su actividad ven reducido sus ingresos y no tienen 

acceso a la prestación de cese de actividad regulada en el del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 

Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 

El artículo 14 establece una prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores de 

temporada que desarrollen su actividad entre los meses de junio a diciembre de 2020  siguiendo la línea 

marcada en el artículo 10 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del 

empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial.  

La disposición adicional cuarta regula una prórroga de las prestaciones ya causadas al amparo del artículo 9 del 

Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo 

autónomo y de competitividad del sector industrial y extiende el derecho a esta prestación hasta el  31 de enero a 

aquellos trabajadores autónomos en los que concurra los requisitos para su acceso en el cuarto trimestre del año 

en curso. 

La disposición adicional quinta encomienda, a la Comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 

recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad, constituida al aparado 

de la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación 

del empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y 

evaluación de las medidas que se establecen en este real decreto-ley. 

Las disposiciones adicionales sexta y séptima  se refieren al derecho a la 

percepción del bono social por parte de determinados colectivos en situación de 

vulnerabilidad económica y a las consecuencias de la aplicación indebida de este derecho. Se configura una nueva 

AUTÓNOMOS 

BONO SOCIAL 
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categorización de consumidor vulnerable, a los efectos de la percepción del bono social de electricidad y la 

protección especial frente a la interrupción del suministro, para aquellas unidades familiares en las que alguno de 

sus miembros se encuentre en situación de desempleo, Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE), o 

haya visto reducida su jornada por motivo de cuidados, en caso de ser empresario, u otras circunstancias similares 

que supongan una pérdida sustancial de ingresos, de manera que los ingresos totales se encuentren por debajo 

de unos determinados umbrales. La percepción del bono social bajo esta nueva modalidad tendrá una duración 

limitada, hasta el 30 de junio de 2021, pudiendo a partir del entonces solicitarse el bono social bajo el resto de 

supuestos regulados en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre. 

La disposición adicional octava establece una bonificación del pago de los 

derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 

inscripción de la novación del préstamo, leasing y renting que incluya la  

moratoria señalada en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020. Esta moratoria 

supone una continuación a otras anteriores establecidas desde el inicio del Estado de Alarma para aliviar la 

situación de liquidez de las empresas y autónomos afectadas por la crisis de la COVID-19. 

Disposición adicional octava. Bonificación del pago de aranceles notariales y del Registro de la Propiedad. 

1. Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e inscripción de la novación del 

préstamo, leasing y renting que incluya la moratoria señalada en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 

7 de julio de 2020, serán satisfechos en todo caso por el acreedor y se bonificarán en un 50 por ciento en los siguientes 

términos: 

a) Por el otorgamiento de la escritura se devengará el mismo arancel que, para las escrituras de novación hipotecaria, 

se establece en la letra f) del apartado 1 del número 1 del anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por 

el que se aprueba el arancel de los Notarios, reducidos al 50 por ciento, sin que se devengue cantidad alguna a partir 

del quinto folio de matriz y de copia, sea copia autorizada o copia simple. El arancel mínimo previsto será de 30 euros 

y el máximo de 75. 

b) Por la práctica de la inscripción se aplicará el arancel previsto para las novaciones modificativas en artículo 2.1.g) del 

Anexo I del Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el Arancel de los Registradores. Al 

resultado se le aplicará una bonificación del 50 por ciento. El arancel mínimo previsto será de 24 euros y el máximo 

de 50 euros. 

2. Los derechos arancelarios notariales derivados de la intervención de pólizas en que se formalice, en su caso, 

la suspensión temporal de las obligaciones contractuales derivadas de todo préstamo, leasing y renting a los 

que se refieren los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020, serán los establecidos en 

el Decreto de 15 de diciembre de 1950 y se bonificarán en un 50 % con un límite mínimo de 25 euros y máximo 

de 50 euros, por todos los conceptos incluyendo sus copias y traslados. 

Los derechos arancelarios de los registradores derivados de la constancia registral, en su caso, de la suspensión 

temporal de las obligaciones contractuales, a que se refieren los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020, 

de 7 de julio de 2020, se minutarán de conformidad con el artículo 36.9.g de la Ordenanza aprobada por Orden 

de 19 de julio de 1999, por la cantidad fija de 6 euros. 

(...) la disposición final segunda prevé la modificación del número 30 del 

artículo 45.I.B) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo  1/1993, de 24 de 

septiembre, declarando exentas del impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos  

Documentados las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos hipotecarios y de 

arrendamientos, préstamos, leasing y renting sin garantía hipotecaria que se produzcan en aplicación de 

la moratoria hipotecaria para el sector turístico, y de la moratoria para el sector del transporte público de 

mercancías y discrecional de viajeros en autobús. 

Disposición final segunda. Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 

Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.  

DERECHOS 

ARANCELARIOS 
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Se modifica el número 30 del artículo 45.I.B) del texto refundido de la Ley del Impuesto s obre Transmisiones Patrimoniales y 

Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, que queda redactado del 

siguiente modo: 

30. Las escrituras de formalización de las moratorias de 

préstamos y créditos hipotecarios y de arrendamientos sin 

garantía hipotecaria que se produzcan en aplicación de la 

moratoria hipotecaria para el sector turístico, regulada en los 

artículos 3 a 9 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de 

2020 

«30. Las escrituras de formalización de las moratorias de 

préstamos y créditos hipotecarios y de arrendamientos, 

préstamos, leasing y renting sin garantía hipotecaria que se 

produzcan en aplicación de la moratoria hipotecaria para el 

sector turístico, regulada en los artículos 3 a 9 del Real 

Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 

apoyar la reactivación económica y el empleo, y de la 

moratoria para el sector del transporte público de 

mercancías y discrecional de viajeros en autobús, 

regulada en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley  

26/2020 de 7 de julio, de medidas de reactivación 

económica para hacer frente al impacto del COVID-19 en 

los ámbitos de transportes y vivienda.» 

 

La disposición final tercera introduce modificaciones en la regulación de las 

prestaciones familiares de la Seguridad Social, en su modalidad no contributiva, 

prevista en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 

el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 

 

(DF 4ª) Arrendamientos. En primer lugar, se incluye la extensión de determinadas 

medidas de "escudo social" de los arrendatarios de vivienda en situación de 

vulnerabilidad, que fueron recogidas en el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 

marzo, por el que se adoptaron medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer  

frente al COVID-19. 

De esta forma, con la aprobación de este Real Decreto-ley se amplía hasta el 31 de enero de 2021 el plazo 

máximo de suspensión del procedimiento de desahucio  y de los lanzamientos para hogares vulnerables sin 

alternativa habitacional. Esta medida favorece la posibilidad de actuación de los servicios sociales teniendo en 

cuenta que persiste una difícil situación para muchos hogares que pueden estar en riesgo de perder su vivienda 

y, todo ello, en sintonía con la extensión de otras medidas de protección social en el ámbito económico y labo ral. 

En segundo lugar, se extiende también hasta el 31 de enero de 2021 la posibilidad de solicitar la moratoria o 

condonación parcial de la renta , cuando el arrendador sea un gran tenedor o entidad pública , en los términos 

establecidos en el referido Real Decreto-ley 11/2020. Se trata de atender determinadas situaciones de 

vulnerabilidad que puedan producirse más allá del 30 de septiembre, actual fecha de finalización del referido plazo, 

y como consecuencia de la situación derivada de la evolución de la pandemia. Es una medida que no afecta a los 

pequeños propietarios de vivienda. 

Además, el nuevo Real Decreto-ley amplía hasta esa misma fecha del 31 de enero de 2021 los contratos de 

arrendamiento de vivienda que pueden acogerse a la prórroga extraordinaria de seis meses, en los mismos 

términos y condiciones del contrato en vigor, siempre que no se hubiese llegado a un acuerdo distinto entre las 

partes y que el propietario, persona física, no hubiese comunicado la necesidad de la vivienda para sí, en 

cumplimiento de los plazos y condiciones establecidos en el artículo 9.3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 

Arrendamientos Urbanos. 

PRESTACIONES 

FAMILIARES 

ARRENDAMIENTOS y 

DESAHUCIOS 

INGRESO MÍNIMO 

VITAL 
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Por otra parte, la disposición final quinta prevé una modificación del Ingreso Mínimo Vital. En concreto, a 

través de este real decreto-ley se completa la reforma iniciada con el Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de 

septiembre, de trabajo a distancia, publicado el pasado 23 de septiembre, que se presenta como imprescindible 

en la puesta en marcha de los procedimientos de reconocimiento de la prestación no contributiva de Ingreso  

Mínimo Vital, regulada en el Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo 

vital, garantizándose con esta reforma que quedan corregidos aquellos puntos oscuros de la norma que 

provocaban inseguridad jurídica y aquellos otros que obligaban a desestimar el reconocimiento de las 

prestaciones, causando la desprotección de aquellos que son acreedores de la misma.  

Al mismo tiempo se completa la mejora en la redacción del texto que permite una mejor comprensión de la 

población, lo que repercute positivamente en agilizar el acceso a la misma, facilitando la tramitación de la 

prestación. 

Por otro lado y a través de la modificación de la disposición transitoria tercera se corrige la necesidad de otorgar 

la prestación a aquellos que, como consecuencia de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19, ven o van a ver 

afectado sus ingresos de forma inmediata en el año en curso, obligando al Gobierno a hacer frente, no solo durante 

el año 2020 sino también durante el año 2021, a una realidad que se nos impone como necesaria, anticipándonos 

así a la protección de aquellos, que si bien antes de la crisis sanitarias no estaban en situación de vulnerab ilidad, 

tras la misma se han visto abocados a unas condiciones que ni ellos mismo hubieran podido prever.  

Por ello se considera imprescindible introducir el conjunto de modificaciones de la regulación del ingreso 

mínimo vital que esta norma contiene con el fin de reforzar la agilidad del procedimiento a través del cual se 

reconoce esta prestación, reforzar la seguridad jurídica y completar las disfuncionalidades detectadas en los meses 

de vigencia, logrando así que las personas y unidades de convivencia en situación de vulnerabilidad económica 

puedan acceder a la prestación cuanto antes. A la vista de ello, puede considerarse concurrente el presupuesto de 

extraordinaria y urgente necesidad que el artículo 86 de la Constitución exige para la aprobación de un decreto-

ley. 

Para completar las necesidades puesta en evidencia durante el tiempo de vigencia de la prestación de Ingreso  

Mínimo Vital y garantizar una mayor protección, se lleva a cabo la modificación del texto refundido de la Ley 

General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, dando nueva 

redacción a determinados artículos destinados a regular las prestaciones familiares de la Seguridad Social, 

corrigiendo de esta manera los inconvenientes ocasionados con la reforma llevada a cabo con el Real Decreto -ley 

20/2020, de 29 de mayo. 
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BOE de 30/09/2020 – núm. 259 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Recursos de inconstitucionalidad 

Recurso de inconstitucionalidad n.º 4291-2020, contra Decreto-ley 6/2020, de 5 de 

junio, del Consell, para la ampliación de vivienda pública en la Comunitat Valenciana mediante 

los derechos de tanteo y retracto. 

La admisión a trámite de un recurso de inconstitucionalidad no produce, por regla general, la suspensión 

automática de los preceptos legales impugnados, salvo en el supuesto que el Presidente del Gobierno 

recurra una ley, disposición o acto con fuerza de ley de una Comunidad Autónoma y solicite expresamente 

en la demanda la suspensión de su vigencia y aplicación. En este caso, el Tribunal Constitucional ha de 

ratificar o levantar la suspensión en un plazo no superior a cinco meses. 

https://www.tribunalconstitucional.es/ 

 

 

 

 

  

https://www.boe.es/boe/dias/2020/09/30/pdfs/BOE-A-2020-11418.pdf
https://www.tribunalconstitucional.es/es/tribunal/Composicion-Organizacion/competencias/Paginas/01-Recurso-de-inconstitucionalidad.aspx#:~:text=La%20admisi%C3%B3n%20a%20tr%C3%A1mite%20de,y%20solicite%20expresamente%20en%20la
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Consejo de ministros de 29/09/2020 

 

PROYECTO DE LEY SOBRE EL ACCESO A LA ABOGACÍA Y PROCURA  

El Consejo de Ministros ha aprobado el Proyecto de Ley que modifica tres textos legislativos relacionados con el 

ejercicio profesional de la Abogacía y la Procura. 

Se modifica la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los 

Tribunales, así como determinadas disposiciones contenidas en la Ley 2/2007, de 15 de marzo, d e sociedades 

profesionales, y el Real Decreto-ley 5/2010, de 31 de marzo, por el que se amplía la vigencia de determinadas 

medidas económicas de carácter temporal. 

El Proyecto de ley es una regulación particularmente relevante para abogados y procuradores,  pues acomoda la 

legislación española a las exigencias del derecho europeo en lo referente al acceso y a las condiciones del ejercicio  

de esas profesiones, y, especialmente, a la interacción entre ambas. 

Se da respuesta integral y coherente a las objeciones que la Comisión Europea formuló respecto del modelo 

vigente del ejercicio de la procura en España, que llevó a que hace 4 años se abriera un procedimiento de infracción 

al respecto. 

Las tres principales adaptaciones son: 

En primer lugar, se establece el acceso único a las profesiones de abogado y procurador. Se exigirá el mismo título 

académico, el grado en Derecho, y el mismo máster de capacitación. La única salvedad es que ambas profesiones 

no podrán ejercerse simultáneamente. 

En segundo lugar, se permiten las sociedades profesionales mixtas. De esta forma se podrán prestar en un mismo 

despacho profesional todos los servicios jurídicos necesarios para comparecer ante los tribunales.  

Por último, se limita a 75.000 € la cuantía total que un procurador puede devengar por un mismo asunto, frente a 

los 300.000 € actuales. Al mismo tiempo, se eliminan cualquier límites mínimos.  

En definitiva, es un conjunto de reformas que permiten conciliar la libre prestación de servicios jurídicos sin 

menoscabar la eficacia de la administración de justicia en España, y además lo hace en términos compatibles con 

las Directivas comunitarias y que supondrá el cierre el expediente de infracción abierto contra nuestro país. 

El articulado se completa con tres disposiciones transitorias. La primera de ellas prevé la aplicación de esta Ley a 

quienes en el momento de entrada en vigor de la misma estuvieran ya colegiados o en condiciones de hacerlo en 

los Colegios de Abogados o de Procuradores, en este último caso cumpliendo los requisitos que se fijan en esta 

misma disposición. La segunda de ellas regula la situación de quienes se encuentren realizando en el momento  

de entrada en vigor de la Ley el curso de capacitación o pendiente de evaluación. La tercera y última regula los 

derechos arancelarios de los procuradores en los procedimientos que estuvieran tramitándose a la entrada en 

vigor de la Ley.
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1 

Consultas de la DGT 

IRPF. REDUCCIÓN DEL 30%. La consultante viene desarrollando desde 2010 la actividad de asesoría 

contable y fiscal en estimación directa simplificada, percibiendo los rendimientos de forma regular pues 

se corresponden con cuotas mensuales satisfechas por sus clientes. En 2017 suscribe un contrato de 

prestación de servicios con un cliente fijándose los honorarios en una cantidad al inicio del 

procedimiento y el resto al final si el resultado del recurso fuera estimatorio, circunstancia que ha 

concurrido en 2019. 

RESUMEN: honorarios fijados en una cantidad al inicio del procedimiento y el resto al final: en 

este caso no es posible la aplicación de la reducción del 30% porque no se imputa en un único 

periodo impositivo.  

Fecha: 15/07/2020 

Fuente: web de la DGT 

Enlace: Consulta V2426-20 de 15/07/2020 

 

El artículo 32.1 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de 

modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 

Patrimonio (BOE del día 29) dispone que “ los rendimientos netos (de actividades económicas) con un período de generación 

superior a dos años, así como aquellos que se califiquen reglamentariamente como obtenidos de forma notoriamente irregular en el 

tiempo, se reducirán en un 30 por 100, cuando, en ambos casos, se imputen en un único período impositivo”.  A su vez, este mismo 

precepto en sus párrafos segundo y tercero añade lo siguiente: 

“La cuantía del rendimiento neto a que se refiere este apartado sobre la que se aplicará la citada reducción no podrá superar  el importe 

de 300.000 euros anuales. 

No resultará de aplicación esta reducción a aquellos rendimientos que, aun cuando individualmente pudieran derivar de actuaciones 

desarrolladas a lo largo de un período que cumpliera los requisitos anteriormente indicados, procedan del ejercicio de una ac tividad 

económica que de forma regular o habitual obtenga este tipo de rendimientos”. 

En lo que se refiere simplemente al hecho de la posible existencia de un período de generación superior a dos 

años (respecto a los rendimientos profesionales correspondientes a la intervención de la consultante en un 

procedimiento administrativo iniciado en 2017 y finalizado en 2019), sí podría resultar concurrente el requisito 

de existencia de ese espacio temporal superior a dos años  (cómputo de fecha a fecha); ahora bien, el 

incumplimiento del requisito de imputación en un único período impositivo —pues el contrato firmado con 

el cliente establece un pago al inicio del procedimiento y otro al final si el resultado fuese estimatorio — excluye  

la aplicación de la reducción en el presente caso. 

 

 

 

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V2426-20

